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Birriel Cardona, Jueza Ponente  

 

R ESO L UC IÓ N  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

Mediante recurso de certiorari, comparece el señor Harry 

Meléndez Pacheco (“señor Meléndez” o “peticionario”) y nos 

solicita que revisemos tres Órdenes emitidas el 10 de mayo de 

2021 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Carolina (“TPI”). En los referidos dictámenes, el TPI declaró No Ha 

Lugar una solicitud de desestimación instada por el peticionario y 

le impuso una anotación de rebeldía.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

DENIEGA la expedición del auto de certiorari. 

-I- 

Los hechos que propician el recurso de epígrafe se originan 

el 2 de diciembre de 2020, cuando José R. Díaz Monge, Rosa M. 

Pastrana Fernández y la sociedad legal de gananciales compuesta 

por ambos (“los recurridos”) instan una demanda sobre daños y 

perjuicios en contra del señor Noel Calderón Mojica (“señor 
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Calderón”), su esposa de nombre desconocido, y la presunta 

sociedad legal de gananciales entre ambos. Además, incluyeron a 

las Aseguradoras A, B y C de nombres desconocidos y al señor 

Fulano de Tal, Mengano de Tal, Fulana de Tal y la Sociedad Legal 

de Bienes Gananciales que ambos componen, como posibles 

dueños del camión “Mack Truck”, conducido por el señor Calderón 

al momento de los hechos.  

Los recurridos alegaron que, el 24 de septiembre de 2020, 

mientras conducían su vehículo de motor, una guagua Mitsubishi, 

modelo Outlander, el mismo fue impactado por el camión “Mack 

Truck” manejado por el señor Calderón. En esencia, indicaron que 

este no tomó las debidas precauciones cuando dobló con su 

camión hacia la izquierda para entrar a la Carr. 66 y que, a raíz 

de esto, chocó la parte frontal del vehículo de los recurridos, en el 

cual también viajaba su nieto de 7 años. Como resultado del 

accidente, tanto los recurridos como su nieto tuvieron que ser 

atendidos en el hospital.  

Por esos sucesos, los recurridos alegaron haber sufrido 

fracturas, traumas y heridas. Asimismo, el señor Díaz Monge 

sostuvo que perdió sus espejuelos en el accidente y no ha podido 

costear unos nuevos. Igualmente, los recurridos señalaron que su 

vehículo fue declarado pérdida total. En consecuencia, estos le 

reclamaron solidariamente a los demandados una indemnización 

no menor de $350,000.00 —por cada uno—, en concepto de daños 

físicos y angustias mentales; más la suma de $25,000.00 para 

reemplazar el vehículo de motor; $50,000.00 por concepto de 

honorarios de abogado, y el reembolso de $750.00 por los gastos 

incurridos para cubrir los servicios de su cuidadora.  

El 3 de diciembre de 2020, el TPI dictó y notificó una Orden, 

en la cual le concedió a los recurridos un término de 120 días para 
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emplazar. En igual fecha, el TPI dictó y notificó otra Orden 

concediendo un término de diez (10) días para que acreditaran el 

cumplimiento con el Art. 4 (3)(a) de la Ley de la Administración 

de Compensaciones por Accidentes Automóviles (“ACAA”), 9 LPRA 

sec. 2056. El TPI advirtió que, de incumplir con ese requerimiento, 

desestimaría la demanda sin perjuicio.  

El 4 de diciembre de 2020, los recurridos incoaron una 

Demanda Enmendada con el propósito de subsanar la información 

relacionada a la cubierta ofrecida por la ACAA para sufragar los 

gastos médicos.  Acompañaron la aludida Demanda Enmendada 

con una Moción Informativa en Cumplimiento de Orden y un 

proyecto de emplazamiento dirigido a dicha instrumentalidad.  

El 7 de diciembre de 2020, los recurridos instaron una 

Moción en Solicitud de Orden, para que el TPI le ordenara al 

Departamento de Transportación y Obras Públicas (“DTOP”) que 

produjera la información del dueño —con nombres y 

direcciones— del “Mack Truck” Tablilla H42459 involucrado en el 

accidente del 24 de septiembre de 2020. El TPI dictó la Orden 

solicitada ese mismo día. 

Más tarde, los recurridos presentaron una Segunda 

Demanda Enmendada el 10 de diciembre de 2020, e incluyeron al 

señor Meléndez Pacheco, como dueño del camión, su esposa de 

nombre desconocido y la sociedad legal de bienes gananciales 

compuesta por ambos. Alegaron que, de conformidad con la Ley 

de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico, el dueño de cualquier 

vehículo de motor será responsable de los daños y perjuicios que 

se causen mediante la operación del mismo. Una vez examinada, 

el 15 de diciembre de 2020, el TPI emitió una Orden para que se 

emplazara el señor Meléndez dentro de un término de 120 días.  
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En lo aquí pertinente, el 29 de enero de 2021, la parte 

recurrida sometió una Moción en Solicitud de que se Emita 

Emplazamiento por Edicto y de Anotación de Rebeldía1. En esta, 

se expresó haber intentado emplazar al peticionario, su esposa y 

la sociedad legal de gananciales, mas no fue posible. Luego de 

ciertos trámites, presentaron una Moción Anejando Edicto 

Diligenciado2 contra el señor Meléndez.  

Por su parte, el 11 de marzo de 2021, el peticionario incoó 

una Comparecencia Especial Solicitando Desestimación por Falta 

de Jurisdicción sobre el Demandado Compareciente. Arguyó que 

la declaración jurada suscrita por el emplazador carece de 

gestiones específicas, tendentes a demostrar que este realizó un 

esfuerzo razonable para emplazar personalmente al peticionario. 

En esa línea, sostuvo que el emplazador tampoco se comunicó con 

el alcalde de Las Piedras ni con la policía o las autoridades 

municipales pues, de haberlo hecho, este habría dado con el 

paradero del peticionario; toda vez que él es una persona 

reconocida en ese Municipio.  

Por último, el señor Meléndez afirmó que nunca recibió copia 

de la demanda por correo postal a su dirección de Luquillo, la cual 

surgía de la documentación entregada por el DTOP. 

Luego de que el TPI les concediera un breve término, los 

recurridos incoaron, el 8 de abril de 2021, una Moción en 

Cumplimiento de Orden a modo de oposición a la solicitud de 

desestimación. En ajustada síntesis, impugnaron los argumentos 

del peticionario y describieron las gestiones que efectuaron para 

 
1 La referida moción fue acompañada de una declaración jurada prestada por el emplazador, 
el señor Luis Antonio Vidal Cruz, en la cual plasmó las gestiones que realizó para conseguir 
a los demandados. Indicó haber acudido el 31 de diciembre de 2020 a la Urbanización 

Mansiones de los Artesanos, calle Cerezo 32, en Las Piedras para emplazar al señor 
Meléndez y a su esposa. Señaló que esta es la dirección que surge de la documentación 
entregada por el DTOP.  
2 Junto a su moción incluyó una Declaración Jurada prestada por la señora Miriam del Carmen 
Hernández Martí, representante de El Nuevo Día.  
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emplazar a este personalmente. Específicamente, le detallaron al 

TPI que el emplazador acudió —en dos ocasiones— a la dirección 

residencial correspondiente al municipio de Las Piedras y no 

encontró al peticionario. Incluso, los oficiales de seguridad de la 

urbanización le informaron al emplazador que allí “no vivía nadie” 

con el nombre del peticionario.   

Similarmente, los recurridos expusieron que el emplazador 

acudió a esa dirección porque la misma surgía de la propia 

documentación provista por el DTOP. En consecuencia, 

expresaron que, de ser cierto que el peticionario ya no reside en 

ese lugar, era su deber actualizar su información residencial ante 

el DTOP; lo anterior, conforme a lo establecido a la Ley de 

Vehículos y Tránsito de Puerto Rico. Finalmente, reiteraron que el 

emplazador hizo todo lo posible para hallar al peticionario.  

  El 9 de abril de 2021, el TPI emitió una Resolución y 

declaró No Ha Lugar la Comparecencia Especial Solicitando 

Desestimación por Falta de Jurisdicción sobre el Demandado 

Compareciente. Ese mismo día, el peticionario solicitó la 

reconsideración del dictamen; empero, el TPI se rehusó a variar 

su determinación.  

Posteriormente, el 23 de abril de 2021, los recurridos 

comparecieron mediante una Moción Solicitando Orden para que 

Harry Meléndez Pacheco Conteste la Demanda, a los fines de que 

este presentara una alegación responsiva.  

No obstante, el 6 de mayo de 2021, el señor Meléndez 

ripostó a través de una Comparecencia Especial. Sin someterse a 

la jurisdicción del TPI, arguyó que los recurridos incumplieron con 

la Regla 4.6 de Procedimiento Civil, infra, dado que no le enviaron 

a su última dirección postal, mediante correo certificado, una 

copia del edicto con la demanda presentada. El peticionario 
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recalcó que la última dirección postal conocida es HC 1, Box 7420, 

Luquillo, Puerto Rico, 00773; mientras que los recurridos se 

limitaron a intentarlo emplazar personalmente en la dirección 

Urbanización Mansiones de los Artesanos, calle Cerezo 32, Las 

Piedras, Puerto Rico 00771. Así, pues, solicitó la desestimación del 

pleito, ante la alegada falta de jurisdicción sobre su persona. 

 Oportunamente, los recurridos se opusieron a la 

Comparecencia Especial3 el 7 de mayo de 2021. Expresaron haber 

cumplido con los requerimientos de la Regla 4.6 de Procedimiento 

Civil, infra, dado que, un día después de publicar el edicto en el 

periódico El Nuevo Día, se le notificó al señor Meléndez una copia 

de la demanda y emplazamiento a la dirección de Las Piedras que 

surge de la Certificación expedida por el DTOP. No obstante, 

puntualizaron que el sobre fue devuelto por el correo postal debido 

a que no fue reclamado por su destinatario.  

Así las cosas, el 10 de mayo de 2021, el TPI emitió las 

Órdenes aquí recurridas, y las cuales se notificaron en la misma 

fecha. En cuanto a la Moción de Comparecencia Especial, el foro 

primario dispuso lo siguiente en su Orden4:  

Surge del expediente que el demandante notificó al 
codemandado Harry Meléndez Pacheco de los 

procedimientos mediante correo certificado del 10 de 
marzo de 2021, un día después de su publicación en 

el periódico El Nuevo Día, y que la misma fue 
devuelta por el correo postal porque no fue 

reclamada por el destinatario. A la luz de lo antes 

expuesto, este tribunal determina que tiene 
jurisdicción Harry Meléndez Pacheco y declara No Ha 

Lugar la solicitud de desestimar la demanda por falta 
de jurisdicción. 

 

 
3 Adjunto a su moción, los recurridos acompañaron los siguientes documentos: 1)Declaración 

Jurada preparada por el periódico El Nuevo Día; 2) copia del edicto; 3) Certificación del DTOP; 
4) Recibo de Correo Certificado; y 5) Copia de la Carta Devuelta (“return to sender”).  
4 Ese 10 de mayo de 2021, el TPI emitió otra Orden idéntica sobre este asunto al adjudicar 
la Oposición a Comparecencia Especial presentada por los recurridos, y la cual también es 
objeto de revisión en el recurso de epígrafe.   
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Asimismo, en una Orden5 aparte, el TPI le anotó la rebeldía 

al peticionario. Ante tal proceder, el peticionario acudió ante nos 

mediante el recurso de epígrafe y señaló la comisión de los 

siguientes errores: 

ERRÓ EL TPI AL ANOTAR LA REBELDÍA AL PETICIONARIO 

CUANDO DEL EXPEDIENTE SURGE QUE HA COMPARECIDO Y 

PRESENTADO DEFENSAS DE BUENA FE DEMOSTRANDO SU 

CLARA INTENCIÓN DE DEFENDERSE DE LA ACCIÓN 

PRESENTADA, SIENDO LA SANCIÓN MÁS DRÁSTICA Y SEVERA 

PRIVÁNDOLO DE SU DÍA EN CORTE Y DEFENDERSE, 

CONSTITUYENDO UN ABUSO DE DISCRECIÓN. 

 
ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE LOS RECURRIDOS 

NOTIFICARON AL PETICIONARIO MEDIANTE CORREO 

CERTIFICADO A LA DIRECCIÓN POSTAL CONOCIDA, POR LO QUE 

TENÍA JURISDICCIÓN SOBRE ESTE, A LA LUZ DE LOS HECHOS 

DEL CASO Y CONTRARIO AL ESTADO DE DERECHO 

PREVALECIENTE.  
 

Por su parte, el 7 de junio de 2021, los recurridos 

presentaron su alegato en oposición. Tras recibir el mismo, 

decretamos perfeccionado el recurso, por lo que procedemos con 

su adjudicación. 

El 17 de junio de 2021, luego de examinar la Moción 

Solicitando Paralización ante el TPI en lo que se Resuelve este 

Recurso, emitimos una Resolución mediante la cual ordenamos la 

paralización de los procedimientos ante el Foro Primario; lo 

anterior, hasta tanto atendiéramos en los méritos el recurso de 

epígrafe. 

-II- 

-A- 

Conforme lo establecido en la Regla 45.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 45.1, nuestro ordenamiento jurídico 

dispone que procede una anotación de rebeldía bajo las siguientes 

circunstancias:   

Cuando una parte contra la cual se solicite una 
sentencia que concede un remedio afirmativo haya 

 
5 Se trata de una Orden independiente de la cual el peticionario también recurrió.   
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dejado de presentar alegaciones o de defenderse en 
otra forma según se dispone en estas reglas, y este 

hecho se pruebe mediante declaración jurada o de 
otro modo, el secretario anotará su rebeldía.    

  
El tribunal a iniciativa propia o a moción de parte 

podrá anotar la rebeldía a cualquier parte conforme a 
la Regla 34.2 (b)(3).   

  
Dicha anotación tendrá el efecto de que se den por 

admitidas las aseveraciones de las alegaciones 
afirmativas, sujeto a lo dispuesto en la Regla 45.2 

(b).    
  

La omisión de anotar la rebeldía no afectará la validez 

de una sentencia dictada en rebeldía.   
 

 En caso de que el demandado no comparezca a contestar, 

se ha establecido que éste no incumple con un deber, pues posee 

el derecho o la facultad de no comparecer si no lo desea. Sin 

embargo, lo que el ordenamiento no permite es que, ante el 

ejercicio de esa facultad o derecho, el proceso judicial se paralice. 

Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 587-588 

(2011).  

 Por esta razón, la anotación de rebeldía sirve como un 

método disuasivo contra aquellos cuya estrategia de litigación 

consiste en la dilación. En esencia, el trámite de rebeldía se 

fundamenta en el deber de los tribunales de evitar que la 

disposición de las causas se vea detenida solo porque una de las 

partes opte por obstruir su debida tramitación. Continental Ins. 

Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809 (1978). Por consiguiente, este 

mecanismo funciona a manera de sanción contra aquel adversario 

a quien se le dio la oportunidad de refutar la conducta que se le 

imputó, mas decidió no defenderse. Álamo Pérez v. Supermercado 

Grande, Inc., 158 DPR 93 (2002). Debido a que tal actuación no 

puede incidir en el derecho del promovente de la acción, la 

anotación de rebeldía tiene como consecuencia principal que se 

den por admitidos los hechos correctamente alegados en la 
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demanda, procediendo entonces que el tribunal competente dicte 

la correspondiente sentencia. Ocasio v. Kelly Servs., 163 DPR 653 

(2005).  

 En ese sentido, la anotación de rebeldía, así como la 

determinación de dejarla sin efecto, deben cumplir con ciertos 

criterios o guías, pero siempre prevalece un enfoque liberal 

en su aplicación. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, 

págs. 587-588 (2011). (Énfasis nuestro). Ahora bien, el Tribunal 

Supremo ha sido enfático en establecer que esto no exime al 

tribunal de evaluar si la causa de acción presentada amerita la 

concesión del remedio solicitado. Álamo v. Supermercado Grande, 

Inc., supra, pág. 102.  

 Por otra parte, la Regla 45.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 45.3, faculta a los tribunales para dejar sin efecto una 

anotación de rebeldía, así como también, la sentencia que en tal 

condición se emita, siempre que exista causa justificada para ello. 

En el ánimo de determinar si procede o no dicha actuación, la 

doctrina establece que deben estar presentes los siguientes 

requisitos: 1) la existencia de una buena defensa en los méritos; 

2) que la reapertura del caso no ocasione perjuicios y; 3) que las 

circunstancias del caso no revelen el ánimo contumaz y 

temerario de la parte a quien le fue anotada la rebeldía. 

(Énfasis nuestro). Román Cruz v. Díaz Rifas, 111 DPR 500 

(1982).  

 Vale destacar que, aunque la facultad de un foro de 

instancia para dejar sin efecto una anotación de rebeldía al 

amparo de la Regla 45.3 de Procedimiento Civil, supra, se 

enmarca en la existencia de justa causa, esta regla se debe 

interpretar de manera liberal, resolviéndose cualquier 

duda a favor de que se deje sin efecto la anotación de 



 
 

 

KLCE202100609 

 

10 

rebeldía. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, págs. 

591-592. (Énfasis nuestro). Esto responde a la política judicial 

imperante de que los casos se ventilen en sus méritos. Amaro 

González v. First Fed. Savs., 132 DPR 1042, 1052 (1993).   

 A su vez, como regla general, una buena defensa debe 

siempre inclinar la balanza a favor de una vista en los méritos, a 

menos que las circunstancias del caso sean de tal naturaleza que 

revelen un ánimo contumaz o temerario por parte del 

querellado. Román Cruz v. Díaz Rifas, supra, pág. 507. De manera 

que, ausente el perjuicio que pudiera ocasionar a la otra parte, se 

debe propiciar la adjudicación del pleito en sus méritos. Neptune 

Packing Corp. v. Wackenhut Corp., 120 DPR 283, 294 (1988). 

(Énfasis nuestro). Incluso, el Tribunal Supremo ha establecido 

que, para conseguir el levantamiento de la anotación de rebeldía 

en su contra, la parte puede “probar que tiene una buena defensa 

en sus méritos y que el grado de perjuicio que se puede ocasionar 

a la otra parte con relación al proceso es razonablemente 

mínimo”. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, pág. 

594.  

 Por último, y en lo que respecta a la imposición de sanciones 

por parte del foro de instancia como instrumentos para vindicar 

su autoridad, el tratadista José A. Cuevas Segarra señala 

contundentemente que:   

Las sanciones deben aplicarse con rigor para que 

sirvan de manera ejemplarizante y como disuasivo. 
Sólo cuando los tribunales comiencen a imponer 

sanciones adecuadas es que los litigantes y 
abogados que incurren en tácticas indebidas 

reevaluarán su técnica y enfoque en la litigación. […] 
Las dilaciones interminables e injustificadas en el 

cumplimiento del deber afirmativo de descubrir 
prueba comprometen los derechos básicos 

individuales y de la ciudadanía en general, y 
minan la confianza y fundamento de un 

sistema bajo el imperio de la ley. Además, 
imponen gravámenes económicos innecesarios 
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sobre las partes y el pueblo; contribuyen a la 
congestión de los casos y afectan adversamente el 

presupuesto funcional del sistema de administración 
de la justicia del país; alientan el deterioro de la 

prueba ante posibilidades de que a mayor tiempo 
transcurrido pueda darse el caso de indisponibilidad 

de testigos; pérdida de memoria sobre hechos 
esenciales, debido a que el transcurso del tiempo 

crea inseguridad e incerteza en la determinación 
final factual y jurídica de las controversias. (Énfasis 

nuestro). J. A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho 
Procesal Civil, 2011, 2da ed. Tomo III, Publicaciones 

JTS, pág. 1007. 
 

-B- 

 

El emplazamiento es el mecanismo procesal que permite al 

tribunal adquirir jurisdicción sobre el demandado de forma tal que 

éste quede obligado por el dictamen que finalmente se emita. 

Márquez v. Barreto, 143 DPR 137, 142 (1997). Se trata del paso 

inaugural del debido proceso de ley que viabiliza el ejercicio de la 

jurisdicción judicial. Bernier González v. Rodríguez Becerra, 200 

DPR 637 (2018). 

En esencia, el propósito del emplazamiento es notificar a la 

parte demandada, a grandes rasgos, que existe una acción judicial 

en su contra para que si así lo desea, ejerza su derecho a 

comparecer en el juicio, ser oído y presentar prueba a su favor. 

Banco Popular v. SLG Negrón, 164 DPR 507 (2005). El método de 

notificación que se utilice debe ser uno que ofrezca una 

probabilidad razonable —a la luz de los hechos del caso— de 

informarle al demandado de la acción en su contra. Por tanto, el 

emplazamiento es exigencia del debido proceso de ley, por lo que 

se requiere estricta adhesión a sus requerimientos. Banco Popular 

v. SLG Negrón, supra.  Por ello, a los demandados les asiste el 

derecho de ser emplazados conforme a derecho.  Bernier González 

v. Rodríguez Becerra, supra. 

De conformidad con lo anterior, nuestras Reglas de 

Procedimiento Civil establecen dos maneras para diligenciar un 
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emplazamiento: de forma personal o mediante edictos. Banco 

Popular v. SLG Negrón, supra. Rivera Báez v. Jaume Andújar, 157 

DPR 562 (2002).   

Aunque el diligenciamiento personal del emplazamiento es 

el método más idóneo para adquirir jurisdicción sobre la persona, 

por vía de excepción, las Reglas de Procedimiento Civil autorizan 

emplazar por edicto. Regla 4.5 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 4.5.  

Cuando la persona a ser emplazada, estando en Puerto Rico, 

no puede ser localizada después de realizadas las diligencias 

pertinentes, procede que su emplazamiento se realice a través de 

la publicación de un edicto. Banco Popular v. SLG Negrón, supra; 

First Bank of Puerto Rico v. Inmobiliaria Nacional, 144 DPR 901, 

916-917 (1998).  

 Por ello, para que un tribunal permita un emplazamiento 

mediante edicto, tiene que haberse intentado efectuar 

previamente un emplazamiento personal, y después haberse 

sometido —y lógicamente tener el juez ante sí— una declaración 

jurada con la expresión de las diligencias ya efectuadas. Sánchez 

Ruiz v. Higuera Pérez y otros, 203 DPR 982 (2020).  

Al respecto, la Regla 4.6 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R. 4.6, regula todo lo relacionado al emplazamiento por 

edictos. Esta dispone, en lo pertinente, que:  

Regla 4.6. Emplazamiento por edictos y su publicación  

 
(a) Cuando la persona a ser emplazada esté fuera de 

Puerto Rico, o que estando en Puerto Rico no pudo ser 
localizada después de realizadas las diligencias 

pertinentes, o se oculte para no ser emplazada, o si 
es una corporación extranjera sin agente residente, y 

así se compruebe a satisfacción del tribunal mediante 
declaración jurada que exprese dichas diligencias, y 

aparezca también de dicha declaración o de la 
demanda presentada, que existe una reclamación que 

justifica la concesión de algún remedio contra la 
persona que ha de ser emplazada, o que dicha 



 
 

 
KLCE202100609 

 

13 

persona es parte apropiada en el pleito, el tribunal 
podrá dictar una orden para disponer que el 

emplazamiento se haga por un edicto. No se requerirá 
un diligenciamiento negativo como condición para 

dictar la orden que disponga que el emplazamiento se 
haga mediante edicto. 

  

Nótese, que la precitada Regla establece que la declaración 

jurada que acredita las diligencias realizadas para citar al 

demandado personalmente debe expresar hechos específicos y no 

meras conclusiones o generalidades. Sánchez Ruiz v. Higuera 

Pérez y otros, supra; Reyes v. Oriental Fed. Savs. Bank, 133 DPR 

15, 25 (1993). 

Es decir, para que proceda el emplazamiento por edicto 

hemos requerido que el demandante acredite, mediante 

declaración jurada, las diligencias realizadas para localizar y 

emplazar al demandando. Banco Popular v. SLG Negrón, supra. 

Asimismo, véase que la razonabilidad de las gestiones 

efectuadas dependerá de las circunstancias particulares de cada 

caso, las cuales el juez corroborará a su satisfacción antes de 

autorizar el emplazamiento por edicto. Banco Popular v. SLG 

Negrón, supra; Lanzó Llanos v. Banco de Vivienda, 133 DPR 507, 

515 (1993). De este modo, se debe expresar las personas con 

quienes se investigó y su dirección.  Sánchez Ruiz v. Higuera Pérez 

y otros, supra; Global v. Salaam, 164 DPR 474, 482 (2005).  

Además, se ha indicado que es una buena práctica inquirir de las 

autoridades de la comunidad, la policía, el alcalde, del 

administrador de correos que son las personas más llamadas a 

conocer la residencia o el paradero de las personas que viven en 

la comunidad. Sánchez Ruiz v. Higuera Pérez y otros, supra.  

Al evaluar la suficiencia de tales diligencias, el tribunal 

deberá tener en cuenta todos los recursos razonablemente 

accesibles al demandante para intentar hallar al demandado y si 
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se ha agotado toda posibilidad razonable disponible al 

demandante para poder localizarlo. Sánchez Ruiz v. Higuera Pérez 

y otros, supra; Global v. Salaam, supra, en la pág. 483.  En lo 

concerniente a este aspecto, el tratadista Cuevas Segarra nos 

explica que “[L]a Regla 4.6 exige la comprobación de diligencias 

vigorosas y honesto esfuerzo para citar al demandado 

personalmente solo cuando, estando en Puerto Rico, el 

demandado no puede ser emplazado, o cuando estando fuera de 

Puerto Rico, se ignora su dirección y paradero. J.A. Cuevas 

Segarra, op. cit., pág. 356; Sánchez Ruiz v. Higuera Pérez y otros, 

supra. 

-C- 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

de derecho cometido por un tribunal inferior. 800 Ponce de León 

Corp. v. American International Insurance Company of Puerto 

Rico, 205 DPR 163 (2020); IG Builders et. al. v. BBVAPR, 185 DPR 

307, 337-338 (2012). Los tribunales apelativos tenemos la 

facultad para expedir un certiorari de manera discrecional, por 

tratarse de ordinario de asuntos interlocutorios. Negrón v. 

Secretario de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). Esta discreción se 

define como “el poder para decidir en una u otra forma, esto es, 

para escoger entre uno o varios cursos de acción”. García v. Padró, 

165 DPR 324, 334 (2005). Asimismo, la discreción es una forma 

de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a 

una conclusión justa. Íd., pág. 335.  

 Ahora bien, la aludida discreción que tiene este foro 

apelativo para atender un certiorari no es absoluta. Íd. Esto, por 

razón de que no tenemos autoridad para actuar de una forma u 
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otra, con abstracción total al resto del derecho, pues ello 

constituiría un abuso de discreción.  

 En sintonía con lo expuesto, la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, limita la autoridad de este tribunal 

para revisar las órdenes y resoluciones dictadas por los tribunales 

de instancia por medio del recurso discrecional de 

certiorari.  Dicha regla reza del siguiente modo: 

Todo procedimiento de apelación, certiorari 

certificación, y cualquier otro procedimiento para 
revisar sentencias y resoluciones se tramitará de 

acuerdo con la Ley aplicable, estas reglas y las reglas 
que adopte el Tribunal Supremo de Puerto Rico.  

  
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por 

el Tribunal de Apelaciones cuando se recurra 
de una resolución u orden bajo las Reglas 56 y 

57 o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción 

a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 

interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés 
público o en cualquier otra situación en la cual 

esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición 

de un recurso de certiorari en estos casos, el 
Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar 

su decisión. 
     

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 
expedida por el Tribunal de Primera Instancia podrá 

ser revisada en el recurso de apelación que se 

interponga contra la sentencia sujeto a lo dispuesto 
en la Regla 50 de este apéndice sobre los errores no 

perjudiciales. (Énfasis nuestro). 
 

Adicionalmente, la Regla 40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, enmarca los criterios que debe evaluar este tribunal 

al expedir un auto de certiorari. La aludida regla establece lo 

siguiente:  
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El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración.  

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio.  
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 

 

Solo podremos intervenir con el ejercicio de la discreción en 

aquellas situaciones en que se demuestre que el foro recurrido: 

(1) actuó con perjuicio o parcialidad: (2) incurrió en un craso 

abuso de discreción; o (3) se equivocó en interpretar o aplicar 

cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. Rivera Durán 

v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). Aunque determinar si 

un tribunal ha abusado de su discreción no es tarea fácil, ello 

ciertamente está relacionado de forma estrecha con el concepto 

de razonabilidad. Íd. 

-III- 

Al igual que lo hizo el señor Meléndez, discutiremos ambos 

señalamientos de error en conjunto.    

Esencialmente, plantea que el TPI erró al anotarle rebeldía, 

pese a que este ha cumplido con mostrar su intención de 

defenderse contra alegaciones en su contra y fue diligente en 
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plantear sus reclamos. En ese sentido, arguye que el TPI debió 

tomar una medida menos drástica antes de optar por una 

anotación de rebeldía, dado que los hechos del caso no justifican 

una sanción de tal severidad. Igualmente, señaló que prevalecen 

controversias con respecto a si el TPI adquirió jurisdicción sobre 

su persona, ya que los recurridos incumplieron con notificarle por 

correo postal una copia de la demanda y del emplazamiento. 

Asimismo, nuevamente resaltaron que los recurridos conocían que 

la dirección postal correspondía al Municipio de Luquillo; mientras 

que estos se limitaron a realizar gestiones en la dirección 

residencial que surge de la certificación emitida por el DTOP. Para 

concluir, destacó que las actuaciones del TPI lo han privado de su 

día en corte, lo cual incide sobre su derecho a un debido proceso 

de ley.     

En contraposición, los recurridos defendieron la corrección 

de los dictámenes y señalaron que el TPI actuó correctamente al 

anotar la rebeldía y determinar que poseía jurisdicción sobre la 

persona del peticionario. 

 Ahora bien, luego de examinar atentamente el expediente 

ante nos, concluimos que la determinación recurrida no refleja 

prejuicio, parcialidad, error manifiesto o abuso de discreción.  

En el caso de autos, los recurridos presentaron una 

declaración jurada6 suscrita por el señor Luis A. Vidal Cruz, quien 

es el emplazador que intentó localizar al peticionario. Allí, se 

detallan las diversas gestiones que este realizó —sin éxito— para 

dar con el paradero del señor Meléndez. Asimismo, surge de los 

hechos que el emplazador se trasladó a la dirección contenida en 

el documento expedido por el DTOP, el cual indica la titularidad 

 
6 Véase, Apéndice del Recurso de Certiorari, págs. 60-61.  
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del camión que estuvo involucrado en un accidente automovilístico 

el 24 de septiembre de 2020, así como también incluye los datos 

de registro, la tablilla del vehículo y numeración del marbete.   

Por lo tanto, distinto a lo planteado por el peticionario, se 

desprende del expediente que los recurridos intentaron 

emplazarlo personalmente en dos ocasiones. Aún más, el 

emplazador acudió a la dirección residencial que constaba en la 

certificación del DTOP, donde unos oficiales de seguridad le 

indicaron que el señor Meléndez no residía en esa urbanización. 

No menos importante, se estableció que el señor Calderón, quien 

conducía el camión cuando ocurrió el accidente, se rehusó a 

brindar información o detalles acerca del dueño de este vehículo, 

lo cual complicó el proceso de localizar al peticionario. También se 

comprobó que el emplazador utilizó las redes sociales y Google 

para ubicar al peticionario, mas ello no rindió frutos.    

En vista de lo reseñado, el récord demuestra que los 

recurridos, al no obtener la información necesaria sobre el señor 

Meléndez —a quien no conocían ni habían visto para la fecha 

en que ocurrió el accidente—, optaron por realizar distintas 

gestiones para identificarlo. Además, es importante destacar que 

los recurridos confiaron en la dirección proveniente de una 

certificación del DTOP cuando se intentó diligenciar el 

emplazamiento personal. No obstante, el peticionario incumplió 

con su obligación de actualizar su información personal como 

dueño del camión accidentado7. Es ante este cuadro fáctico que el 

 
7 Sobre este particular, destacamos que la obligación de actualizar la información personal 
está contenida en el Art. 2.06 (b) de la Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico, 9 LPRA 
sec. 5007. A esos efectos, se dispone lo siguiente: 

(b) Todo dueño de vehículo de motor, arrastre o semiarrastre 
inscrito vendrá obligado a informar, por escrito, al Secretario 

cualquier cambio de dirección, dentro de los treinta (30) días 
siguientes a dicho cambio, utilizando para ello el formulario que para tal 
fin provea el Secretario. El incumplimiento de este inciso implicará falta 
administrativa que conllevará una multa de cien (100) dólares. (Énfasis 
nuestro).  
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TPI determinó que procedía autorizar el emplazamiento por 

edictos y la anotación de rebeldía.           

Habida cuenta de lo anterior, concluimos que la 

determinación del TPI es razonable, y que no reviste ninguna de 

las características que justificarían el ejercicio de nuestra facultad 

discrecional. Finalmente, tampoco se configura ninguna situación 

al amparo de la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, que aconseje nuestra intervención en esta 

etapa de los procedimientos.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se DENIEGA la 

expedición del auto de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


